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SENTENCIA NÚM. 2/2026 

En Madrid, a fecha de la firma electrónica. 
En el procedimiento de reintegro por alcance n.º B-1022/23, Sector Público Local (Empresa Pública 
de Actividades de Limpieza y Gestión, S.A. -ALGESA-) Cádiz, en el que han intervenido, como 
demandante, el actor público don J., quien comparece por sí mismo en su condición de funcionario 
del Ayuntamiento de Algeciras; y, como demandado, don J., representado y defendido por el 
Letrado don J.; y de conformidad con los siguientes: 
 

I.ANTECEDENTES DE HECHO 
 
PRIMERO.- Recibidas en este Departamento Segundo de la Sección de Enjuiciamiento las 
Actuaciones Previas n.º 1/2022, por Diligencia de ordenación de fecha 27 de septiembre de 2023, 
se ordenó oír por plazo común de diez días al Ministerio Fiscal, a la mercantil ALGESA, al 
Ayuntamiento de Algeciras y al actor público a fin de que, conforme a lo previsto en el artículo 68.1 
in fine de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas -LFTCu-, alegasen 
lo que a su derecho conviniera acerca de la procedencia de la continuación del procedimiento o 
del archivo del mismo. 
SEGUNDO.- Solicitaron el archivo de las actuaciones la mercantil ALGESA, mediante escrito 
presentado el 3 de octubre de 2023; el Ayuntamiento de Algeciras, mediante escrito presentado 
el 3 de octubre de 2023; y el Ministerio Fiscal, mediante escrito presentado el 18 de octubre de 
2023. 
Por el contrario, el actor público don J., mediante escrito registrado el día 16 de octubre de 2023, 
pidió la continuación del procedimiento. 
TERCERO.- Mediante Auto n.º 1/2024, de fecha 6 de febrero de 2024, la Sala de Justicia de este 
Tribunal de Cuentas desestimó el recurso del artículo 48.1 de la LFTCu interpuesto por don J. contra 
el Acta de Liquidación Provisional de fecha 13 de septiembre de 2023, dictada por el Delegado 
Instructor en las Actuaciones Previas n.º 1/2022. 
CUARTO.- Por Auto de 21 de marzo de 2024, se ordenó continuar, conforme a lo pedido por el 
actor público, con la tramitación del presente procedimiento de reintegro por alcance, y anunciar 
mediante edictos los hechos determinantes de presuntas responsabilidades contables, 
emplazando al Ministerio Fiscal, al actor público, al Ayuntamiento de Algeciras y a la mercantil 
municipal ALGESA para que comparecieran en autos personándose en forma, en el plazo común 
de nueve días. 
QUINTO.- Dentro del plazo señalado, se personaron en el procedimiento el Ayuntamiento de 
Algeciras, el día 1 de abril de 2024; la mercantil municipal ALGESA, el día 2 de abril de 2024; el 
Ministerio Fiscal, el día 3 de abril de 2024; y el Actor Público, el día 5 de abril de 2024. 
El Ayuntamiento de Algeciras y la mercantil municipal ALGESA presentaron sendos recursos de 
reposición contra el citado Auto de fecha 21 de marzo de 2024, solicitando su revocación y que se 
acordase el archivo del procedimiento. 
SEXTO.- Por Diligencia de ordenación de 24 de mayo de 2024, se dispuso dar traslado de los 
recursos de reposición presentados por el Ayuntamiento de Algeciras y por ALGESA al resto de las 
partes a fin de que en el plazo común de cinco días pudieran impugnarlos, si así lo estimasen 
conveniente. 
El Ministerio Fiscal, mediante escrito presentado el 31 de mayo de 2024 solicitó la estimación de 
los recursos de reposición y el consiguiente archivo de las actuaciones. 
El Sr. J., mediante escritos presentados el día 6 de junio de 2024, formuló oposición a los recursos 
presentados por el Ayuntamiento de Algeciras y por ALGESA, interesando su desestimación. 
Mediante Auto de fecha 4 de septiembre de 2024, se acordó desestimar los recursos de reposición 
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contra el Auto de fecha 21 de marzo de 2024, que habían sido interpuestos por el Ayuntamiento 
de Algeciras y la mercantil municipal ALGESA, y a los que se había adherido el Ministerio Fiscal, 
quedando confirmado el precitado auto en todos sus pronunciamientos. 
SÉPTIMO.- Los edictos fueron publicados en el Tablón de Anuncios del Tribunal de Cuentas, el día 
6 de septiembre de 2024; y en el Tablón Edictal Judicial Único del Boletín Oficial del Estado, el día 
12 de septiembre de 2024. 
OCTAVO.- Mediante Diligencia de Ordenación de fecha 9 de octubre de 2024, se ordenó dar 
traslado de las actuaciones al actor público a fin de que en el plazo de veinte días pudiera presentar 
demanda. 
NOVENO.- Con fecha 12 de noviembre de 2024, don J. presentó escrito de demanda, solicitando 
que “se dicte sentencia en la que se establezca la existencia de un perjuicio en los caudales públicos 
como consecuencia del abono de una segunda retribución a D. J., a razón de 1.000 € mensuales, 
durante el periodo comprendido entre el 7 de noviembre 2014 y el 27 de julio de 2017, se 
determine a los responsables y se proceda a su reintegro por alcance”. 
DÉCIMO.- Al no precisar la demanda la persona o personas frente a quien o quienes se dirigía la 
acción de responsabilidad contable, y cuya condena al reintegro del alcance se solicitaba, mediante 
Diligencia de ordenación de fecha 23 de diciembre de 2024, se concedió al actor público plazo de 
subsanación, a fin de que pudiera subsanar su escrito de demanda. 
Mediante escrito presentado el 21 de enero de 2025, el Sr. J. precisó que su demanda se dirigía 
contra el Alcalde del Excmo. Ayuntamiento de Algeciras, don J. 
UNDÉCIMO.- Por Decreto de fecha 24 de enero de 2025, se admitió a trámite la demanda 
presentada por el actor público contra don J., y se ordenó dar traslado de la misma al Ministerio 
Fiscal a fin de que, en el plazo de veinte días, manifestase si se adhería o no a las pretensiones de 
la demanda, en todo o en parte, y, en su caso, formulase las que estimase procedentes. 
Don J. presentó recurso de reposición contra el precitado decreto que, a su vez, fue desestimado 
por Decreto de 12 de marzo de 2025. 
DUODÉCIMO.- Por escrito recibido el 10 de febrero de 2025, el Ministerio Fiscal manifestó su 
intención de no formular demanda al entender que los hechos denunciados como presuntamente 
constitutivos de alcance no lo son, por haber quedado debidamente justificadas las irregularidades 
denunciadas. 
DECIMOTERCERO.- Mediante escrito presentado el día 6 de marzo de 2025, la representación 
procesal del demandado, don J., procedió a formular declinatoria por falta de jurisdicción del 
Tribunal de Cuentas para conocer de la demanda. 
Mediante Providencia de fecha 12 de marzo de 2025, se acordó la inadmisión de la declinatoria 
por haberse presentado fuera de plazo. 
DECIMOCUARTO.- Por escrito presentado el 13 de marzo de 2025, la representación procesal de 
don J. formalizó contestación a la demanda formulada por el actor público don J. 
DECIMOQUINTO.- Mediante Auto de fecha 31 de marzo de 2025, se fijó la cuantía del presente 
procedimiento en TREINTA Y DOS MIL EUROS (32.000 euros). 
DECIMOSEXTO.- Por Diligencia de ordenación de 1 de abril de 2025, se realizó la convocatoria para 
la celebración de la audiencia previa el día 10 de julio de 2025. 
Las partes comparecieron en la fecha señalada y se ratificaron en sus respectivas pretensiones, 
desestimándose por el tribunal la alegación de falta de litisconsorcio pasivo necesario planteada 
como cuestión procesal por la parte demandada en la contestación a la demanda.  
A continuación, las partes realizaron la proposición de prueba, admitiéndose por el tribunal las que 
se consideraron útiles y pertinentes, quedando constancia de todo ello en la grabación obrante en 
las actuaciones. 
DECIMOSÉPTIMO.- Por Providencia de 7 de octubre de 2025, se ordenó dar traslado a las partes 
de la documentación remitida por el Ayuntamiento de Algeciras y se dispuso que las conclusiones 
de las partes se presentaran por escrito, emplazando a tal efecto a la parte demandante. 



4 

 

 

Mediante Auto de fecha 5 de noviembre de 2025, se estimó el recurso de reposición interpuesto 
por don J. contra la anterior resolución, ordenándose al Sr. Tesorero del Excmo. Ayuntamiento de 
Algeciras que remitiera al tribunal determinados documentos. 
Con fecha 27 de noviembre de 2025, se dictó Providencia ordenando el traslado a las partes de la 
documentación remitida por el Ayuntamiento en respuesta al anterior requerimiento y 
emplazando al actor público para la presentación de conclusiones por escrito. 
La parte demandante interpuso recurso de reposición contra la anterior resolución, al entender 
que no procedía que las conclusiones se formulasen por escrito y que debía convocarse el juicio a 
tal efecto. Posteriormente, mediante Auto de 14 de enero de 2026, se desestimó dicho recurso de 
reposición. 
DECIMOCTAVO.- Con fecha 16 de enero de 2026, don J. presentó su escrito de conclusiones, del 
que se dio traslado a la parte demandada mediante Diligencia de ordenación de 22 de enero de 
2026. 
La representación procesal del demandado presentó sus conclusiones escritas con fecha 30 de 
enero de 2026. 
Mediante Diligencia de ordenación de 13 de marzo de 2026 se declararon las actuaciones conclusas 
para dictar sentencia. 
 

II.- HECHOS PROBADOS 
 

PRIMERO.- La Junta General de Accionistas de la Empresa Municipal de Suelo y Viviendas Algeciras 
S.A. (EMUVIASA), en sesión extraordinaria celebrada el día 9 de septiembre de 2011, acordó la 
disolución y liquidación de la citada sociedad mercantil municipal. En dicho acuerdo se nombraron 
liquidadores a doña C., don A. y don J., y liquidador suplente a don J. 
SEGUNDO.- En Junta General de Accionistas de fecha 7 de noviembre de 2014, se acordó cesar a 
los liquidadores nombrados el 9 de septiembre de 2011, y nombrar a don J. como nuevo liquidador 
único de EMUVIASA; se acordó asimismo que el liquidador percibiera la cantidad de mil euros 
mensuales durante todo el proceso de liquidación de la sociedad. Estos acuerdos se adoptaron a 
la vista de las circunstancias jurídico-tributaria-mercantiles por las que atravesaba la empresa, de 
las que resultaba la conveniencia de buscar un nuevo liquidador, con un perfil más técnico- 
financiero-mercantil, a fin de poder hacer frente a la liquidación de EMUVIASA. 
TERCERO.- En marzo de 2015, el liquidador convocó Junta General de Accionistas de EMUVIASA, 
que se celebró el 20 de abril de 2015. En dicha Junta se adoptaron los siguientes acuerdos: 1) 
aprobación del Balance Inicial de Liquidación de la sociedad pública municipal; 2) aprobación de 
las Cuentas Anuales del ejercicio 2014; y 3) aprobación del Convenio con el Excmo. Ayuntamiento 
de Algeciras para el pago de las deudas de la empresa municipal. 
CUARTO.- El 2 de mayo de 2015, el Pleno del Ayuntamiento acordó, entre otros puntos, la 
aprobación de dos convenios: 1) “Convenio de pago de deudas entre Excmo. Ayuntamiento de 
Algeciras y la Empresa Municipal de Suelo y Viviendas Algeciras S.A. (EMUVIASA)”; y 2) “Convenio 
de pago de deudas entre Excmo. Ayuntamiento de Algeciras, la Empresa Municipal de Suelo y 
Viviendas Algeciras S.A. (EMUVIASA) y los acreedores”.  
En el primero de los convenios mencionados se preveía, literalmente, lo siguiente: 
“PRIMERA.-  
Que el Excmo. Ayuntamiento de Algeciras recogerá en el Presupuesto Municipal de cada año la 
cantidad de 525.000 euros anuales, durante los próximos ocho ejercicios para hacer frente a las 
deudas de la empresa municipal, recogidas en el Balance Inicial de liquidación que se adjunta, que 
ascienden a la cantidad total de 4.203.833,32 euros. 
Así mismo acuerdan que una doceava parte de la cantidad anual será entregada mensualmente al 
Sr. Liquidador para cancelar las deudas. 
SEGUNDA.- 
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Que así mismo el Excmo. Ayuntamiento de Algeciras, a requerimiento del Sr. Liquidador único y de 
acuerdo a lo aprobado por el Pleno de la Corporación de 16/06/2014, avalará a la citada empresa 
municipal ante la AEAT o ante la Junta de Andalucía y/o ante cualquier otra entidad, pública o 
privada, las deudas que existan con las mismas.” 
En el convenio entre el Ayuntamiento, EMUVIASA y los acreedores, se establecían las siguientes 
cláusulas: 
“PRIMERA.-  
Que, mediante el Convenio suscrito entre el Excmo. Ayuntamiento de Algeciras y la empresa, el 
primero recogerá en el Presupuesto Municipal del cada año la cantidad de 525.480 euros anuales, 
durante los próximos ocho ejercicios, para hacer frente al pago de las deudas de la empresa 
municipal, recogidas en el Balance Inicial de liquidación que se adjunta, que ascienden a la cantidad 
total de 4.203.833,32 euros.  
Que con la citada cantidad se procederá a satisfacer las deudas de la siguiente forma  
En primer lugar, se satisfarán las deudas a organismos públicos con los que se ha llegado, o que se 
lleguen en el futuro, a acuerdos de fraccionamiento.  
En segundo lugar, se satisfarán las deudas inferiores a 100.000 euros, debido al origen de las 
deudas y la condición de los acreedores, dado que se trata de devoluciones de cantidades 
entregadas a cuenta pendientes de realizar de personas que adquirieron inmuebles en la Barriada 
del Arroz y solicitaron la devolución, o de pequeños empresarios que trabajaron en la misma. 
Y en tercer y último lugar se satisfarán las cantidades adeudadas a la entidad financiera BBVA y a 
la constructora Vía y Construcciones S.A. 
SEGUNDA.-  
Que así mismo la Empresa Municipal podrá llegar a concertar operaciones de crédito con entidades 
financieras, avalados par el Excmo. Ayuntamiento de Algeciras, o bien directamente el propio 
Ayuntamiento, si por cuestiones financieras lo considerara necesario para cancelar las deudas con 
los acreedores anticipadamente.” 
QUINTO.- En julio de 2015, el liquidador convocó Junta de Acreedores para tratar acerca de la 
Propuesta de convenio de pago a los acreedores de la sociedad. La Junta de Acreedores se celebró 
el 30 de julio de 2015, aprobándose en ella la Propuesta de Convenio, que había sido aprobada en 
el Pleno Municipal de 2 de mayo anterior, mediante la cual EMUVIASA se comprometía con los 
acreedores al pago de las deudas, en el orden establecido en el Convenio, con la financiación 
comprometida por el Excmo. Ayuntamiento de Algeciras. 
SEXTO.- Durante el ejercicio 2015, el Balance Inicial de Liquidación fue modificado por tres 
circunstancias: 1) pagos realizados a la AEAT; 2) modificación de inventario por venta de un 
inmueble; y 3) ejecución judicial de embargo de inmuebles por UNICAJA. 
SÉPTIMO.- El 31 de marzo de 2016, el liquidador formuló las Cuentas Anuales del ejercicio 2015, 
que elevó a la Junta General para su aprobación, siendo aprobadas en sesión celebrada el 16 de 
junio de 2016. 
OCTAVO.- La liquidación se llevó a efecto tras una reunión del liquidador con otros responsables 
municipales, que se celebró ante Notario. Posteriormente, el liquidador elaboró el Balance Final 
de Liquidación, lo que supuso la realización de las siguientes operaciones: 1) incluir la deuda de la 
sociedad con el liquidador en la relación de acreedores; 2) trasladar todos los saldos de los 
acreedores a la cuenta con Socios y Administradores, a fin de reflejar en la contabilidad de 
EMUVIASA la asunción de sus deudas por el Ayuntamiento de Algeciras, que pasaba a ser así el 
único acreedor de la sociedad; 3) dación en pago al Ayuntamiento del inmovilizado y las existencias 
de la sociedad; 4) contabilización como pérdidas definitivas de las contabilizadas como pérdidas a 
compensar de los ejercicios 2009, 2010, 2011, 2014 y 2015. 
NOVENO.- En la Junta General de Accionistas celebrada el día 16 de junio de 2017, se adoptaron 
los siguientes acuerdos: 1) aprobación de las cuentas anuales del ejercicio 2016; 2) aprobación de 
la relación final de acreedores y deudas que habían de ser asumidas por el Ayuntamiento; y 3) 
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aprobación del Balance Final de Liquidación. 
El punto undécimo del informe presentado por el liquidador a la citada Junta General de accionistas 
incluía, entre otras consideraciones sobre las deudas de EMUVIASA, la siguiente: 
“1.- POSICIÓN DEL AYUNTAMIENTO.-  
El Ayuntamiento a través del Acuerdo Plenario de fecha 2 de mayo de 2017, aprobó Convenio de 
Pago con EMUVIASA, y por lo tanto como condición entiende el que suscribe dada la Liquidación 
de la empresa municipal, que el Excmo. Ayuntamiento de Algeciras, deberá DEJAR SIN EFECTO el 
citado convenio y SUBROGARSE EXPRESAMENTE EN LA POSICION DE DEUDOR, respecto a los 
acreedores de la empresa municipal debiendo asumir la totalidad de las deudas recogidas en la 
Relación Final de Acreedores, así como de los intereses de demora y demás gastos que sean 
consecuencia de las citadas deudas, y por lo tanto de cualquier otra deuda que pudiera surgir en 
el futuro debidamente contrastada, como comunidades de vecinos pendientes, y de todas aquellas 
responsabilidades que sean consecuencia directa de la liquidación de EMUVIASA.” 
DÉCIMO.- El 27 de julio de 2017, el Pleno del Ayuntamiento adoptó los siguientes acuerdos 
respecto a EMUVIASA:  
“PRIMERO.- Acordar la liquidación de la citada sociedad. 
SEGUNDO.- Aprobar la relación final de acreedores que se adjunta. 
TERCERO.- Mantener vigente el Convenio de Pago, anexo 3, con los acreedores que fue aprobado 
por el Excmo. Ayuntamiento Pleno en sesión celebrada el 02/05/2015, mediante el cual se acordó 
el pago de las deudas subsistentes de la citada empresa municipal, que constan en la relación final 
de acreedores, recogidas en el punto anterior, en el plazo de 8 años y subrogarse expresamente 
en la posición de la empresa municipal respecto de las deudas y de las responsabilidades y 
consecuencias derivadas de las mismas, sustituyendo por su desaparición a la citada empresa.” 
UNDÉCIMO.- El 5 de diciembre de 2018, el liquidador compareció ante Notario para elevar a 
públicos los acuerdos de la Junta General de Accionistas de EMUVIASA celebrada el 16 de junio de 
2017, y hacer constar la liquidación y extinción de la citada mercantil municipal. 
DUODÉCIMO.- El 26 de noviembre de 2020, el liquidador compareció ante Notario para otorgar 
escritura de complemento y aclaración de la anterior. 
DECIMOTERCERO.- Don J., cuando fue nombrado liquidador de EMUVIASA por la Junta General de 
accionistas de fecha 7 de noviembre de 2014, era funcionario de carrera en propiedad del Excmo. 
Ayuntamiento de Algeciras, con destino en la Intervención de Fondos municipal, y, en tal concepto, 
percibía del Ayuntamiento las retribuciones que correspondían a su puesto de trabajo, 
manteniéndose esta situación durante el tiempo que duró la liquidación de la empresa municipal. 
Entre los conceptos retributivos que percibía el Sr. J. en el periodo de noviembre de 2014 a mayo 
de 2021, se incluía un complemento denominado “Complemento Personal Transitorio 2”, sin que 
se haya acreditado en las presentes actuaciones que dicho complemento, ni ningún otro de los que 
se pagaban al Sr. J. en las nóminas anteriores a mayo de 2021, estuviera relacionado con la 
liquidación de EMUVIASA. 
DECIMOCUARTO.- En la nómina de mayo de 2021, se incluyó el pago a don J. de una “gratificación” 
de 32.000 euros, con base en los siguientes acuerdos: 
1) Acuerdo de la Junta General de accionistas de la empresa municipal EMUVIASA, de fecha 7 de 
noviembre de 2014, que nombró al Sr. J. liquidador único de la citada mercantil, fijando una 
retribución de mil euros mensuales durante todo el proceso de liquidación de la sociedad.  
2) Acuerdo de la Junta General de accionistas de EMUVIASA, de fecha 16 de junio de 2017, que 
incluyó en la relación final de acreedores de dicha mercantil al Sr. J., con un crédito de 32.000 euros 
correspondiente a los 32 meses transcurridos desde su nombramiento como liquidador.  
3) Acuerdo del Pleno municipal, de fecha 27 de julio de 2017, por el que el Ayuntamiento de 
Algeciras asumió las deudas de EMUVIASA incluidas en la relación final de acreedores aprobada en 
la Junta General del 16 de junio anterior, entre las que se encontraba la deuda de 32.000 euros 
con don J. por su actuación como liquidador de la sociedad. 



7 

 

 

 
III. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
PRIMERO. - Por medio de escrito presentado el 12 de noviembre de 2024, don J., en ejercicio de 
la acción pública prevista en el artículo 47.3 de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal 
de Cuentas -LOTCu-, presentó demanda, solicitando que “se dicte sentencia en la que se establezca 
la existencia de un perjuicio en los caudales públicos como consecuencia del abono de una segunda 
retribución a D. J., a razón de 1.000 € mensuales, durante el periodo comprendido entre el 7 de 
noviembre 2014 y el 27 de julio de 2017, se determine a los responsables y se proceda a su 
reintegro por alcance”. 
La demanda no precisaba la persona o personas frente a quien o quienes se dirigía la acción de 
responsabilidad contable, por lo que, mediante Diligencia de ordenación de 23 de diciembre de 
2024, se concedió al actor público un plazo de diez días, ex artículo 65.1 de la LFTCu, a fin de que 
pudiera subsanar tal defecto procesal. 
Mediante escrito presentado el 21 de enero de 2025, el Sr. J. precisó que su demanda se dirigía 
contra don J., Alcalde del Excmo. Ayuntamiento de Algeciras. 
La demanda se refiere a un pago de 32.000 euros efectuado con fondos públicos del Ayuntamiento 
de Algeciras a uno de sus funcionarios del Departamento de Intervención (don J.). Dicho pago se 
incluyó en la nómina del mes de mayo de 2021. 
El pago se produjo al asumir el Ayuntamiento la deuda pendiente de la mercantil municipal 
EMUVIASA, tras la liquidación de ésta. La citada mercantil pública había acordado encomendar al 
Sr. J. (que había sido antes gerente de la empresa) la liquidación de la sociedad, fijando una 
retribución de 1.000 euros mensuales hasta que se completase la liquidación. Terminada la 
liquidación, EMUVIASA reconoció en favor del funcionario una deuda de 32.000 euros, 
correspondientes a los 32 meses que había durado el proceso de liquidación. Finalmente, el 
Ayuntamiento asumió esta deuda -y las demás deudas pendientes-de EMUVIASA y pagó al 
funcionario los 32.000 euros. 
El demandante considera que dicho pago no está justificado, por las siguientes razones: 
1) Porque es contrario a la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de incompatibilidades del personal al 
servicio de las administraciones públicas, cuyo artículo 1.2 dispone que “no se podrá percibir, salvo 
en los supuestos previstos en esta Ley, más de una remuneración con cargo a los presupuestos de 
las Administraciones Públicas y de los Entes, Organismos y Empresas de ellas dependientes”. 
2) Porque los trabajos de liquidación de EMUVIASA terminaron el 2 de mayo de 2015, y los pagos 
mensuales al funcionario a quien se encomendó la liquidación se prolongaron hasta junio de 2017. 
Según la demanda, la sociedad pudo liquidarse el 2 de mayo de 2015, ya que después de dicha 
fecha no se produjo ningún cambio que afectase a la liquidación. Serían así injustificadas las 
retribuciones pagadas por los meses posteriores. 
3) Porque el funcionario a quien se confió la liquidación percibía el sueldo correspondiente a su 
destino en la Intervención Municipal y, dentro de ese sueldo, se le pagaba un complemento de 
productividad de 1000 euros mensuales. La demanda sostiene que ese complemento retribuía el 
trabajo realizado por el funcionario para la liquidación de EMUVIASA, por lo que el pago posterior 
por el Ayuntamiento de la deuda de 32.000 euros reconocida por EMUVIASA al funcionario 
supondría pagar dos veces por el mismo concepto. 
De acuerdo con la demanda, todo lo anterior habría dado lugar a un perjuicio en los fondos públicos 
municipales del que sería responsable, según el escrito de subsanación presentado por el actor 
público el día 21 de enero de 2025, el Alcalde del Excmo. Ayuntamiento de Algeciras, don J., 
máxima autoridad municipal y titular de todas las competencias en materia de ejecución del gasto. 
En su escrito de conclusiones, presentado el día 16 de enero de 2016, el actor público reitera los 
argumentos ya expuestos en la demanda. 
SEGUNDO. - Con fecha 10 de febrero de 2025, el Ministerio Fiscal presentó escrito en el que 
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manifestaba su intención de no presentar demanda al entender que los hechos denunciados como 
presuntamente constitutivos de alcance no lo eran, por haber quedado debidamente justificadas 
las irregularidades denunciadas. 
TERCERO.- La representación procesal de don J. presentó escrito de contestación a la demanda, 
pidiendo la desestimación íntegra de la misma.  
Dejando a un lado, las extensas consideraciones que hace la representación procesal del 
demandado sobre la animadversión que, a su juicio, tendría el actor público respecto del Sr. J. y, 
asimismo, sobre la resistencia del Sr. J. a aceptar las decisiones organizativas del Alcalde y las 
consecuencias disciplinarias que pudieran derivar de todo ello, cuestiones todas estas que en nada 
interesan a los efectos del presente proceso contable, la parte demandada basa su oposición a las 
pretensiones de la demanda, en síntesis, en las siguientes alegaciones: 
Falta de litisconsorcio pasivo necesario, pues entiende que debieron ser demandados los 22 
miembros del Pleno municipal que votaron a favor del acuerdo por el que el Ayuntamiento asumía, 
entre otras deudas de EMUVIASA, la contraída con el Sr. J. por la liquidación de la sociedad pública 
municipal. 
No hay vulneración de la Ley de Incompatibilidades pues los 32.000 euros cuestionados retribuían 
servicios extraordinarios prestados fuera de la jornada normal de trabajo, al amparo del artículo 
24.d) del EBEP. 
No se han pagado por duplicado los trabajos relacionados con la liquidación de EMUVIASA. No se 
pagó el complemento de productividad de 1000 euros al que se refiere a la demanda. 
El pago se hizo en cumplimiento de un acuerdo del Pleno del Ayuntamiento no impugnado, por lo 
que la demanda pretendería privar de efectos a dicho acuerdo Plenario, lo que quedaría fuera de 
los límites de la jurisdicción del Tribunal de Cuentas. 
En su escrito de conclusiones, presentado el día 26 de enero de 2026, la parte demandada se 
extiende de nuevo en consideraciones sobre cuestiones que no forman parte del objeto del 
proceso. A este respecto conviene subrayar que, si bien es cierto que el actor público ha hecho 
referencia en alguno de sus escritos presentados a cuestiones ajenas a las pretensiones de su 
demanda (la deuda de EMUVIASA con el Ayuntamiento o los perjuicios que afirma estar sufriendo 
por haber promovido este procedimiento), también lo es que ninguna pretensión dirigida a este 
tribunal ha formulado el Sr. J. con base en dichos hechos, y que el mismo actor público admite 
expresamente que son ajenos al objeto de las presentes actuaciones. Por lo tanto, no es necesaria 
ninguna “declaración expresa” de este tribunal apartando esas cuestiones del objeto del proceso, 
pues nunca han llegado a formar parte de él, ni el demandante lo ha pretendido.  
Por lo demás, en relación con las cuestiones que sí forman parte del objeto del proceso, el escrito 
de conclusiones de la parte demandada reitera los argumentos expresados en su escrito de 
contestación a la demanda. 
CUARTO.- La excepción procesal de falta de litisconsorcio pasivo necesario alegada en la 
contestación a la demanda se desestimó en la audiencia previa, como cuestión obstativa para la 
válida prosecución del procedimiento y terminación del mismo mediante sentencia sobre el fondo, 
en atención a los fundamentos jurídicos que constan en la grabación obrante en las actuaciones. 
Por lo tanto, en principio, no resultaría necesario examinar nuevamente esta cuestión. Sin 
embargo, a los exclusivos efectos de complementar la motivación de la resolución desestimatoria 
pronunciada en el acto de la audiencia previa y dar así una más completa satisfacción al derecho a 
la tutela judicial efectiva de don J., a continuación, se va a proceder a un análisis más detallado de 
la misma.  
La representación procesal del demandado desarrolla la alegación de falta de litisconsorcio pasivo 
necesario planteando que deberían haber sido llamados al presente proceso contable como 
demandados los 22 miembros del Pleno municipal que votaron a favor del acuerdo por el que el 
Ayuntamiento asumía las deudas de EMUVIASA, entre las que se encontraba la contraída con el Sr. 
J. por la liquidación de la sociedad.  
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La desestimación de la alegada falta de litisconsorcio pasivo necesario resulta obligada en atención 
a las siguientes consideraciones: 
1) En un proceso genuinamente jurisdiccional, como es el que se sigue ante esta jurisdicción 
contable, en el que tiene plena vigencia el principio de justicia rogada en los términos previstos en 
el artículo 216 de la LEC, corresponde a los sujetos legitimados para el ejercicio de las acciones de 
responsabilidad contable decidir frente a quién dirigen sus pretensiones, sin que dichos sujetos 
estén obligados a demandar a personas a quienes no consideran responsables contables. 
2) Es más, atendiendo a la naturaleza solidaria de la responsabilidad contable directa, establecida 
en el artículo 38.3 de la LOTCu, en los casos en que la responsabilidad contable derivada de unos 
mismos hechos pudiera atribuirse a una pluralidad de sujetos, los legitimados para el ejercicio de 
las acciones tienen el denominado ius electionis que resulta de lo establecido en el artículo 1144 
del Código Civil, y pueden, por tanto, dirigir su reclamación frente a cualquiera de los deudores 
solidarios, sin estar obligados a traer al proceso a todos ellos. 
Desde esta perspectiva, si se exigiera el litisconsorcio pasivo necesario en estas situaciones, se 
privaría al acreedor de la facultad de elección que deriva del carácter solidario de la 
responsabilidad contable directa y, con ello, se vaciaría de contenido el propio carácter solidario 
de dicha responsabilidad, lo que sería contrario a lo dispuesto en el citado artículo 38.3 de la 
LOTCu. 
3) El ius electionis del demandante es plenamente compatible y acorde con la naturaleza 
resarcitoria y no sancionadora de la responsabilidad contable. Lo que se pretende en esta 
jurisdicción contable no es sancionar a quienes, con su irregular actuación, hayan causado daños a 
los fondos públicos, sino la reparación de esos daños. Pues bien, para conseguir la reparación del 
daño a los fondos públicos no es necesario demandar a todos los posibles causantes del daño, ya 
que, al ser solidaria la responsabilidad contable de todos ellos, la acción puede ejercitarse, en 
reclamación de la totalidad de la deuda, “contra cualquiera de los deudores solidarios”, tal y como 
dispone el citado artículo 1144 del Código Civil. 
Obligar al demandante a traer al proceso contable como demandados a todos los posibles 
causantes del daño, en concepto de litisconsortes necesarios, sería una exigencia por completo 
ajena a la finalidad resarcitoria de esta jurisdicción contable. Es más, si se impusiera esa exigencia 
a los sujetos legitimados para el ejercicio de la acción (entidad perjudicada, actores públicos o 
Ministerio Fiscal) la finalidad reparatoria de la acción, lejos de verse facilitada, resultaría 
gravemente lastrada, pues los demandantes se verían obligados a realizar, antes de presentar la 
demanda, complejas y costosas investigaciones, a fin de asegurar la identificación de 
absolutamente todos los sujetos que pudieran haber tenido alguna participación relevante, por 
acción u omisión, en la producción del daño, lo que, por otro lado, no eliminaría el riesgo de que 
finalmente el tribunal apreciara que no puede pronunciarse sobre la acción porque algún posible 
responsable no hubiera sido demandado. Por otra parte, la necesidad de demandar a 
absolutamente todos los posibles causantes del daño daría lugar a que los procesos sobre 
responsabilidad contable fueran más complejos y costosos, al multiplicarse el número de 
demandados, aumentando también el riesgo de que hubiese demandados finalmente absueltos, 
con la consiguiente condena en costas a la entidad pública perjudicada, si hubiera sido ella la 
ejercitante de la acción. 
4) El litisconsorcio necesario existe, conforme a lo dispuesto en el artículo 12.2 de la LEC, “cuando 
por razón de lo que sea objeto del juicio la tutela jurisdiccional solicitada sólo pueda hacerse 
efectiva frente a varios sujetos conjuntamente considerados”. En el caso de las pretensiones sobre 
responsabilidad contable, y precisamente por razón de la solidaridad legalmente prevista en el 
artículo 38.3 de la LOTCu, la tutela jurisdiccional puede hacerse efectiva frente a cualquiera de los 
sujetos que hayan participado en la producción del daño, sin necesidad de demandar a todos ellos, 
como resulta del tantas veces citado artículo 1144 del Código Civil. No se trata, por tanto, de una 
tutela jurisdiccional cuya efectividad requiera de manera necesaria que se demande a todas las 
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personas cuya conducta irregular haya podido contribuir a causar el perjuicio a los fondos públicos 
de cuya reparación se trate, por lo que no se da el caso previsto en el artículo 12.2 de la LEC, único 
en el que la legislación procesal impone el litisconsorcio como presupuesto procesal de la 
terminación del proceso con decisión sobre el fondo. 
5) Seguir el proceso exclusivamente contra quien haya sido demandado, sin traer forzosamente al 
proceso, en la posición de demandados, a todos los posibles causantes del daño a los fondos 
públicos, no causa indefensión ni limita de ninguna manera las posibilidades de defensa del 
demandado. El demandado, durante el desarrollo de la fase jurisdiccional del procedimiento de 
reintegro por alcance, disfruta de plenas oportunidades de contradicción y prueba. En particular, 
podrá alegar y probar, si así lo considera, que la responsabilidad es de otro u otros, y el tribunal 
podrá pronunciarse sin ningún tipo de limitación sobre esta cuestión, a los efectos de decidir sobre 
la responsabilidad contable del demandado. Ciertamente, ello puede obligar al tribunal a enjuiciar 
la participación que hayan podido tener en los hechos otros sujetos que no hayan sido 
demandados, pero se tratará de un enjuiciamiento limitado a los hechos, que no requiere 
valoraciones ni calificaciones jurídicas de la actuación de esos terceros y que, en cualquier caso, de 
ninguna manera puede afectar ni causar indefensión a personas no demandadas, al estar limitada 
a las partes la extensión de los efectos de la cosa juzgada, conforme a lo dispuesto en el artículo 
222.3 de la LEC. 
6) Tampoco se impide a quien haya sido demandado, en caso de que pudieran existir otros 
responsables solidarios no demandados, hacer efectivo su derecho de repetición contra estos 
últimos, conforme a lo establecido en el artículo 1145 CC. No se ignora el interés legítimo del 
deudor solidario que sí ha sido demandado en que los demás sujetos responsables no demandados 
acaben soportando su parte de responsabilidad. Lo que sucede es que dicho interés legítimo no se 
tutela por el ordenamiento jurídico mediante la institución del litisconsorcio pasivo necesario -que, 
como se ha expuesto, conduciría a la práctica anulación de la solidaridad propia de la 
responsabilidad contable directa- sino por la vía del ejercicio de las correspondientes acciones de 
repetición ante la jurisdicción ordinaria frente a quienes se considerase responsables y no hubieran 
sido demandados en el proceso contable. 
7) Finalmente, debe añadirse que la desestimación de la excepción de litisconsorcio pasivo 
necesario cuando la demanda sólo se dirige frente a uno de los deudores solidarios cuenta con 
abrumador apoyo tanto en la doctrina de la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas como en la 
jurisprudencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo. En cuanto a la Sala de Justicia, cabe citar 
la Sentencia 1/2014, de 20 de enero, que expresa la doctrina de dicha Sala sobre la excepción de 
litisconsorcio pasivo necesario en los siguientes términos: 
“Los apelantes que alegan la excepción de irregular constitución de la litis por falta de litisconsorcio 
pasivo necesario se basan exclusivamente en que consideran que hay sujetos no demandados que 
serían también responsables contables en caso de que la pretensión de la parte actora resultase 
fundada. (…) 
La sentencia apelada rechazó la excepción de falta de litisconsorcio pasivo necesario y esta Sala 
comparte en este punto el criterio del juzgador de primera instancia. Para decidir sobre la 
excepción no es preciso entrar a considerar si realmente los sujetos a que se refieren los 
demandados serían o no responsables contables si se hubiesen producido los daños a los fondos 
públicos que son objeto de este proceso. Basta considerar que, aun en el caso de que 
hipotéticamente las responsabilidades contables a que se refiere este proceso pudieran 
extenderse a los sujetos indicados, la responsabilidad de éstos sería solidaria entre ellos y con la 
que en su caso pudiera corresponder a los sujetos sí demandados. Así resulta claramente de lo 
dispuesto en el artículo 38.3 de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas. 
Este carácter solidario de las responsabilidades que hipotéticamente pudieran corresponder a los 
sujetos no demandados a quienes se pretende traer al procedimiento basta por sí solo para excluir 
la operatividad en el caso de la excepción de falta de litisconsorcio necesario, pues nada impide 
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que, cuando se trate de hechos de los que puedan derivarse responsabilidades solidarias de varios 
sujetos, se enjuicie la responsabilidad de alguno o de algunos de ellos sin necesidad de enjuiciar 
las posibles responsabilidades de otros. Esta característica forma parte de la solidaridad, como 
mecanismo tendente a facilitar la satisfacción del derecho del acreedor quien, de acuerdo con el 
artículo 1144 del Código Civil, que regula las obligaciones solidarias, “puede dirigirse contra 
cualquiera de los deudores solidarios o contra todos ellos simultáneamente”. 
Si se entendiera, como pretenden los demandados, que no cabe la condena de un responsable 
solidario salvo que se dirija la demanda frente a todos los posibles responsables solidarios, la 
solidaridad se convertiría más bien en un obstáculo para la pronta satisfacción de los créditos, en 
lugar de ser, como la ley pretende, un mecanismo tendente a facilitar dicha satisfacción. 
La responsabilidad solidaria no da lugar, por tanto, al litisconsorcio pasivo necesario que se regula 
en el artículo 12.2 de la LEC, pues no provoca una situación en que la pretensión que constituye el 
objeto del juicio “sólo pueda hacerse efectiva frente a varios sujetos conjuntamente 
considerados”. 
Este es y ha sido, incluso antes de la vigencia de la LEC de 2000, el parecer tanto del Tribunal 
Supremo como de la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas, quienes afirman de forma 
permanente que donde hay solidaridad no puede haber litisconsorcio necesario (Sentencias de la 
Sala de lo Civil del Tribunal Supremo 329/2008, de 13 de mayo, 14 de noviembre de 2002, 4 de 
abril de 1997, 24 de septiembre de 1996, 14 de julio y 17 de octubre de 1995, 26 de enero de 1994 
y 26 de julio de 1991, entre otras muchas, y Sentencias de la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas 
de 4 de febrero y 12 de noviembre de 2004). 
El rechazo del litisconsorcio pasivo necesario no supone extender los efectos de este proceso a 
sujetos que no han sido demandados, ya que la sentencia que ponga fin a este proceso no será 
título ejecutivo frente a ningún sujeto que no haya sido demandado y condenado, como 
expresamente dispone el artículo 542.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, ni, por otro lado, tendrá 
efecto prejudicial alguno en eventuales procesos posteriores en que pudieran reclamarse 
responsabilidades contables derivadas de los mismos hechos a sujetos distintos de los aquí 
demandados, atendiendo a los límites subjetivos de la eficacia de cosa juzgada material que 
resultan de lo dispuesto en el artículo 222 de la misma Ley. 
A este respecto, conviene recordar que si, hipotéticamente, la responsabilidad contable derivada 
de los hechos que son objeto de este proceso, pudiera legalmente extenderse también a otros 
sujetos ahora no demandados, la circunstancia de que esos sujetos no fueran juzgados ni 
condenados en este proceso, por no haber sido demandados, no sería equivalente, ni mucho 
menos, a una exención de responsabilidad. Si hubiera otros responsables contables solidarios de 
los daños a los caudales públicos que son objeto de este proceso, nada impediría que se siguieran 
contra ellos otros procedimientos para exigirles las responsabilidades que les pudieran 
corresponder, pues, como dispone el artículo 1144 del Código Civil, “las reclamaciones entabladas 
contra uno [de los acreedores solidarios] no serán obstáculo para las que posteriormente se dirijan 
contra los demás, mientras no resulte cobrada la deuda por completo”. Y nada impide tampoco a 
quienes fuesen condenados en este proceso e hiciesen frente al pago de la deuda, ejercitar 
posteriormente las acciones de regreso que crean corresponderles frente a cualquier otro sujeto 
a quien consideren responsable solidario por los mismos daños, haya sido o no demandado y 
condenado en este proceso, conforme a lo previsto en el segundo párrafo del artículo 1145 del 
Código Civil. 
Procede, por todo lo anterior, desestimar igualmente este motivo de impugnación confirmando el 
criterio del juzgador de instancia en cuanto a que no ha existido una defectuosa constitución de la 
relación jurídico procesal.” 
La anterior doctrina ha sido reiterada en numerosos pronunciamientos posteriores (entre otras, v. 
Sentencias de la Sala de Justicia 6/2020, de 6 de julio; 12/2018, de 10 de octubre; 2/2018, de 28 
de febrero y 13/2017, de 27 de abril). 
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8) La Sala Primera del Tribunal Supremo, por su parte, tiene sólidamente asentada su doctrina en 
el sentido de que, en el ámbito de la responsabilidad civil extracontractual, en caso de que varias 
personas hayan concurrido a la producción del daño, la responsabilidad de todas ellas es solidaria, 
solidaridad que excluye el litisconsorcio pasivo necesario. Así lo expresa, con cita de resoluciones 
anteriores, la Sentencia de 28 de febrero de 2008 (Roj: STS 4143/2008): 
“El litisconsorcio pasivo necesario no tiene sentido cuando abundantísima jurisprudencia ha 
declarado la solidaridad en los deudores de las obligaciones derivadas de acto ilícito (artículo 1093 
del Código civil) conocidas con el nombre de responsabilidad extracontractual (artículo 1902 del 
Código civil).  
Siendo solidaria tal obligación de reparar el daño, el acreedor, es decir, el perjudicado, puede 
dirigirse contra cualquiera de los deudores solidarios (artículo 1144), por lo que queda excluida la 
excepción de falta de litisconsorcio pasivo necesario. Lo cual ha sido una constante en la 
jurisprudencia en la aplicación de la llamada responsabilidad extracontractual: sentencias de 20 de 
octubre de 1997, 15 de diciembre de 1999, 27 de junio de 2001, 12 de abril de 2002, 16 de abril de 
2003, 15 de junio de 2005.” 
 En el mismo sentido, además de las citadas, se pronuncian las siguientes sentencias: STS 1ª de 21 
de diciembre de 2010 (Roj: STS 6947/2010); STS 1ª de 5 de mayo de 2010 (Roj: STS 2884/2010); 
STS 1ª de 22 de julio de 2009 (Roj: STS 4860/2009); STS 1ª de 29 de junio de 2009 (Roj: STS 
4148/2009); STS 1ª de 13 de mayo de 2008 (Roj: STS 2019/2008); STS 1ª de 11 de febrero de 2008 
(Roj: STS 1323/2008); STS 1ª de 19 de octubre de 2007 (Roj: STS 7169/2007); STS 1ª de 19 de julio 
de 2007 (Roj: STS 5381/2007); STS 1ª de 31 de mayo de 2007 (Roj: STS 3612/2007); STS 1ª de 26 
de abril de 2007 (Roj: STS 2550/2007); STS 1ª de 31 de enero de 2007 (Roj: STS 1425/2007); o STS 
1ª de 3 de noviembre de 2005 (Roj: STS 6731/2005), entre otras muchas. 
En definitiva, por todos los razonamientos que ya se expusieron en el acto de la audiencia previa y 
que se han ampliado en el presente fundamento, procede desestimar la alegación de falta de 
litisconsorcio pasivo necesario planteada por la representación procesal de don J. 
QUINTO. - A la hora de valorar si concurren en el presente caso todos los elementos determinantes 
de la presunta responsabilidad contable, resulta preciso analizar, en primer lugar, si efectivamente 
se ha producido, o no, un alcance en los fondos públicos del Ayuntamiento de Algeciras. 
Según la demanda, el daño a los fondos públicos municipales se habría producido como 
consecuencia del pago de 32.000 euros realizado al funcionario don J. en la nómina del mes de 
mayo de 2021, que, a juicio del demandante, sería un pago no justificado.  
La primera objeción que se plantea en el escrito de demanda a dicho pago es que sería contrario a 
la prohibición de percibir más de una remuneración con cargo a los presupuestos públicos, 
conforme se establece en la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de incompatibilidades del personal 
al servicio de las administraciones públicas. La demanda considera que se habría producido esta 
infracción ya que el Sr. J. habría percibido dos remuneraciones con cargo a los presupuestos 
municipales: la que le correspondía como funcionario municipal con destino en el departamento 
de Intervención de Fondos del Ayuntamiento y, además de esta, la que se le pagó como liquidador 
de la sociedad mercantil municipal EMUVIASA, que es la que se cuestiona en el presente 
procedimiento de reintegro por alcance. 
Es un hecho no controvertido -y apoyado además por la prueba documental aportada a las 
presentes actuaciones- que don J., en el periodo comprendido desde noviembre de 2014 a mayo 
de 2021, fue funcionario de carrera en propiedad del Excmo. Ayuntamiento de Algeciras, con 
destino en la Intervención de Fondos municipal, y que, en tal concepto, el Ayuntamiento pagó al 
Sr. J. las retribuciones que le correspondían (obran en el procedimiento las nóminas desde 
noviembre de 2014 a mayo de 2021). 
Por otro lado, tampoco es un hecho controvertido que en la nómina de mayo de 2021 se incluyó 
el pago al Sr. J. de una “gratificación” de 32.000 euros, cuyo origen está en el acuerdo de la Junta 
General de Accionistas de la empresa municipal EMUVIASA de fecha 7 de noviembre de 2014, que 
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nombró a don J. liquidador único de la citada mercantil, fijando una retribución de mil euros 
mensuales durante todo el proceso de liquidación de la sociedad. Con base en este acuerdo, la 
Junta General de EMUVIASA celebrada el 16 de junio de 2017 incluyó en la relación final de 
acreedores de dicha mercantil al Sr. J., con un crédito de 32.000 euros correspondiente a los 32 
meses transcurridos desde su nombramiento como liquidador. Finalmente, por acuerdo del Pleno 
municipal de fecha 27 de julio de 2017, el Ayuntamiento asumió las deudas de EMUVIASA incluidas 
en la relación final de acreedores aprobada en la Junta General del 16 de junio anterior, entre las 
que se encontraba la deuda de 32.000 euros con don J. por su actuación como liquidador de la 
sociedad pública municipal. 
A juicio del demandante, se trataría de dos retribuciones distintas satisfechas con fondos públicos, 
lo que sería contrario a lo dispuesto en el artículo 2.1 de la Ley 53/1984. Por su parte, el demandado 
alega en su contestación que no se ha producido una doble retribución contraria a la legislación 
sobre incompatibilidades, sino el pago al Sr. J. de servicios extraordinarios prestados fuera de la 
jornada normal de trabajo, al amparo del artículo 24.d) del EBEP. 
Desde la perspectiva de la responsabilidad contable, que es la única que este tribunal debe 
considerar, la eventual vulneración de la normativa en materia de incompatibilidades no sería por 
sí sola suficiente para considerar que un pago con fondos públicos ha generado un daño al 
patrimonio público que deba ser indemnizado. 
A este respecto, la Sala de Justicia de este Tribunal de Cuentas, en su Sentencia nº 14/2004, de 14 
de julio, desestimó las pretensiones de responsabilidad contable basadas exclusivamente en la 
incompatibilidad, argumentando lo siguiente: 
“[…] las situaciones de posible incompatibilidad referidas al pago de retribuciones indebidas, en las 
que procediera, en su caso, instar su reintegro, es una materia administrativa cuya competencia 
corresponde exclusivamente a los órganos de la jurisdicción contencioso-administrativa, pues 
solamente podrían ser objeto de un procedimiento de responsabilidad contable en la medida que 
hubiera daño a los fondos públicos, pero en estas actuaciones nadie ha puesto en duda que dichos 
servicios no se hubiesen prestado. Siendo esta jurisdicción esencialmente reparadora, no procede 
realizar pronunciamiento alguno de condena, pues, tal pronunciamiento produciría un 
enriquecimiento injusto de la Administración, al exigir el reintegro de las percepciones satisfechas 
cuando, en cambio, ha recibido y aceptado los servicios prestados por el Sr. A. Otra cuestión sería 
que, en vía administrativa, el órgano competente hubiese instado el reintegro por incumplimiento 
de la normativa de incompatibilidades, pero esto estaría fundado más en un régimen sancionador 
que en un régimen reparador, propio del procedimiento de responsabilidad contable, donde el 
objeto del mismo es obtener el resarcimiento de los fondos públicos por una acción u omisión 
antijurídica, que infrinja la normativa presupuestaria y contable, por dolo o culpa grave y que 
ocasione un daño efectivo y concreto a dichos fondos públicos.  
Tampoco procedería en el proceso contable resolver la posible infracción administrativa sobre 
incompatibilidades con carácter prejudicial a otras infracciones presupuestarias y contables, pues 
dicha competencia, de acuerdo con el art. 17.2 de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del 
Tribunal de Cuentas, sólo procedería en cuanto fuera un elemento necesario para la declaración 
de responsabilidad contable, y siempre, en este caso, faltaría el requisito del menoscabo o daño a 
los caudales públicos (Arts. 38 de la Ley Orgánica 2/1982 y 49 de la Ley de Funcionamiento).” 
Por lo tanto, desde la perspectiva de la responsabilidad contable, lo decisivo es que el pago 
efectuado con vulneración de la legislación sobre incompatibilidades haya provocado un 
desequilibrio patrimonial generador de un daño a los fondos públicos, lo que no sucede, de 
acuerdo con la doctrina que se acaba de transcribir, cuando las retribuciones legalmente 
incompatibles corresponden a servicios efectivamente prestados y recibidos por la administración 
o entidad pública que las paga. Si el pago contrario a la normativa sobre incompatibilidades no se 
traduce en un daño efectivo a los fondos públicos, la infracción de dicha normativa podrá tener 
consecuencias en el ámbito administrativo y disciplinario, pero no consecuencias reparatorias o 
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indemnizatorias, que son las únicas que a esta jurisdicción contable corresponde enjuiciar, pues 
no habría ningún daño que reparar. 
Más recientemente, este mismo criterio se ha aplicado por la Sala Tercera del Tribunal Supremo, 
Sección 4ª, en sentencia de 28 de septiembre de 2022 (Roj: STS 3917/2022). Esta sentencia admite 
que los funcionarios que acumulen funciones sin cobertura legal pueden tener derecho, no 
obstante, a que se les retribuyan las funciones ilegalmente acumuladas, si bien la determinación 
de la indemnización deberá hacerse “de forma casuística y con arreglo a los principios y parámetros 
generales, como es en este caso el principio de enriquecimiento injusto y los daños efectivamente 
acreditados en el proceso.” 
En el presente caso, por tanto, el pago de 32.000 euros al Sr. J. por la realización de los trabajos de 
liquidación de la mercantil municipal EMUVIASA, solamente podría dar lugar a responsabilidad 
contable si esos trabajos no hubieran sido realizados, total o parcialmente. Por el contrario, si los 
trabajos fueron realizados, la eventual vulneración de la legislación sobre incompatibilidades 
podría tener las consecuencias oportunas en la esfera administrativa (cese inmediato de la 
actividad incompatible, si se mantuviera; sanciones disciplinarias, en su caso), pero no cabría 
apreciar la existencia de responsabilidad contable, pues, habiéndose realizado la prestación 
retribuida, ningún daño patrimonial se habría causado al Ayuntamiento de Algeciras. Es más, en 
caso de dictarse un pronunciamiento condenatorio imponiendo al responsable de haber efectuado 
el pago el reintegro de su importe, sólo conduciría a un enriquecimiento injustificado de la entidad 
local, que habría recibido un servicio (en este caso, la liquidación de EMUVIASA), sin soportar 
ningún coste por ello. 
Para verificar si se ha producido, en el caso que nos ocupa, un daño a los fondos públicos 
municipales del que pueda derivar responsabilidad contable es preciso determinar, en definitiva, 
si los trabajos de liquidación de la sociedad mercantil EMUVIASA fueron efectivamente realizados, 
o no, por don J. 
SEXTO.- El demandante cuestiona la efectiva realización de los trabajos de liquidación de la 
mercantil EMUVIASA por el Sr. J., alegando esencialmente lo siguiente: que la sociedad ya estaba 
sin actividad y se había acordado su liquidación desde el 9 de septiembre de 2011; que el balance 
inicial de liquidación de la sociedad EMUVIASA fue aprobado por la Junta General de accionistas el 
20 de abril de 2015; y que el convenio de pago que garantizaba el cobro de las cantidades 
pendientes por parte de los acreedores fue aprobado por el Pleno municipal el 2 de mayo de 2015, 
sin que la sociedad tuviera ningún tipo de movimientos ni actividad durante el periodo 
comprendido entre el 2 de mayo de 2015 y el 16 de junio de 2017. Por lo anterior, el actor público 
entiende que la realización de la liquidación definitiva de la sociedad se demoró dos años y un mes 
sin ninguna justificación, ya que la sociedad bien pudo liquidarse el propio 2 de mayo de 2015, 
fecha esta en la que ya se había elaborado el balance inicial de liquidación, y se había realizado el 
convenio de pago con los distintos acreedores de la sociedad, sin que posteriormente hubiese 
ningún cambio. 
Ahora bien, a la vista del conjunto de la documentación obrante en las actuaciones, no cabe 
considerar acreditado que la liquidación de EMUVIASA estuviera prácticamente finalizada el 2 de 
mayo de 2015, tal y como se sostiene en la demanda. Dicha documentación pone de manifiesto, 
en primer lugar, que la empresa EMUVIASA, a la fecha de aprobación por su Junta General del 
balance inicial de liquidación, el día 20 de abril de 2015, adeudaba a diversos acreedores un total 
de 4.203.833,32 euros. Dado que la empresa carecía de recursos para afrontar el pago de esa 
deuda, el liquidador Sr. J. presentó un detallado informe, de fecha 20 de marzo de 2015, en el que 
proponía, como solución para evitar el concurso de la mercantil municipal, la celebración de un 
convenio con los acreedores mediante el que el Ayuntamiento asegurase el pago de las deudas de 
EMUVIASA. A la vista de ese informe, así como de los emitidos por el Secretario General y el 
Interventor de Fondos, el Pleno del Ayuntamiento aprobó, el día 2 de mayo de 2015 dos convenios: 
1) “Convenio de pago de deudas entre Excmo. Ayuntamiento de Algeciras y la Empresa Municipal 
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de Suelo y Viviendas Algeciras S.A. (EMUVIASA)”; y 2) “Convenio de pago de deudas entre Excmo. 
Ayuntamiento de Algeciras, la Empresa Municipal de Suelo y Viviendas Algeciras S.A. (EMUVIASA) 
y los acreedores”.  
En el primero de los convenios mencionados, el Ayuntamiento asumía el compromiso de recoger 
en el Presupuesto Municipal de cada año la cantidad de 525.480,00 euros, durante los siguientes 
ocho ejercicios, para hacer frente a las deudas de EMUVIASA. Ello no suponía, sin embargo, que el 
Ayuntamiento asumiera como propias esas deudas, sino que se comprometía a financiar a 
EMUVIASA para que esta pudiera afrontar el pago. Así resulta claramente de la previsión, incluida 
en el convenio, según la cual “una doceava parte de la cantidad anual será entregada 
mensualmente al liquidador para cancelar las deudas”. Por otro lado, el convenio preveía que el 
Ayuntamiento “avalará a la citada empresa municipal ante la AEAT o ante la Junta de Andalucía 
y/o ante cualquier otra entidad, pública o privada, las deudas que existan con las mismas”, lo que 
confirma que las deudas seguían siendo de EMUVIASA, si bien el Ayuntamiento se convertía en 
garante de su pago. 
A la misma conclusión conduce el segundo convenio aprobado por el Pleno Municipal de 2 de mayo 
de 2015. Este convenio plasmaba un compromiso de EMUVIASA de pagar a sus acreedores, con los 
fondos que el Ayuntamiento se había comprometido a proporcionar a la empresa municipal para 
tal fin. En el convenio se detallaba el orden en que EMUVIASA (no el Ayuntamiento) efectuaría los 
pagos. El propio convenio preveía que la empresa municipal podría concertar operaciones de 
crédito si lo considerase necesario para cancelar las deudas con los acreedores anticipadamente, 
lo que confirma que las deudas seguían siendo de EMUVIASA y debían ser pagadas por la empresa 
municipal, y no por el Ayuntamiento. 
Las previsiones de los referidos convenios aprobados por el Pleno Municipal de 2 de mayo de 2015, 
por tanto, lejos de avalar las alegaciones de la demanda en el sentido de que en esa fecha la 
liquidación habría quedado prácticamente finalizada, conducen precisamente a la conclusión 
contraria. Teniendo en cuenta que EMUVIASA pretendía culminar su liquidación evitando el 
concurso de acreedores, la sociedad no podía extinguirse sin la previa cancelación de la totalidad 
de sus deudas. Pero los convenios que el Pleno aprobó el 2 de mayo de 2015 no tenían efecto 
extintivo de las deudas, sino que simplemente contemplaban el compromiso del Ayuntamiento de 
dotar de financiación a la empresa municipal para que esta pudiera afrontar el pago de sus deudas. 
Dado que el compromiso de financiación que asumía el Ayuntamiento se extendía a lo largo de 8 
años, era necesario que los acreedores aceptaran de manera unánime las correspondientes 
esperas, lo que efectivamente ocurrió en la Junta de Acreedores que se celebró el 30 de julio de 
2015. En cualquier caso, a partir de esta Junta de Acreedores, era EMUVIASA, y no el 
Ayuntamiento, quien debía de realizar los pagos de las deudas en los plazos previstos, lo cual, por 
una parte, impedía jurídicamente poner fin a la liquidación y materializar la extinción de la sociedad 
hasta que dichos pagos fueran completados y, por otro lado, requería el mantenimiento en sus 
funciones del liquidador para gestionar el cumplimiento por parte de EMUVIASA de lo convenido 
con sus acreedores. 
De acuerdo con las previsiones de los convenios, por otra parte, la liquidación de la sociedad se 
podría haber demorado ocho años, que era el plazo establecido para completar la financiación 
comprometida por el Ayuntamiento, y el previsto en el convenio con los acreedores para completar 
el pago de las deudas. Ahora bien, este plazo de 8 años no llegó a agotarse porque el liquidador, 
pese a no haberse completado el pago de las deudas de EMUVIASA, sometió a la Junta de 
Accionistas celebrada el 16 de junio de 2017 una propuesta de liquidación que fue aprobada por 
dicha Junta.  
Para hacer posible la liquidación sin haberse cumplido íntegramente por EMUVIASA los 
compromisos adquiridos con sus acreedores (ni por el Ayuntamiento los adquiridos con 
EMUVIASA) en los convenios de 2015, era necesario que el Ayuntamiento se subrogara 
expresamente en la posición de deudor frente a los acreedores de EMUVIASA, pues solo así 
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EMUVIASA quedaría liberada de estas deudas y podría cerrar su balance final de liquidación. Así se 
indicaba de manera expresa en el informe presentado por el liquidador a la Junta de Accionistas 
celebrada el día 16 de junio de 2017, cuyo punto undécimo advertía que “… dada la Liquidación de 
la empresa municipal, (…) el Ayuntamiento de Algeciras, deberá DEJAR SIN EFECTO el citado 
convenio [se refiere al de 2 de mayo de 2015] y SUBROGARSE EXPRESAMENTE EN LA POSICIÓN DE 
DEUDOR, respecto de los acreedores de la empresa municipal debiendo asumir la totalidad de las 
deudas recogidas en la Relación Final de Acreedores…” (así destacado en el documento que se 
cita). La subrogación del Ayuntamiento en las deudas de EMUVIASA se aprobó, finalmente, por el 
Pleno Municipal en su sesión de 27 de julio de 2017, posibilitando así la extinción de la citada 
mercantil, al quedar liberada de sus deudas con terceros. 
De lo anterior se desprende con claridad que la actuación del liquidador (y la del Ayuntamiento), 
tras los convenios aprobados el 2 de mayo de 2015, lejos de suponer, como se afirma en la 
demanda, una prolongación injustificada del proceso de liquidación de EMUVIASA, facilitó, por el 
contrario, una significativa aceleración de este proceso, al permitir, por la vía de la expresa 
subrogación y asunción por el Ayuntamiento como propias de las deudas de EMUVIASA con 
terceros (que tuvo lugar en julio de 2017), liquidar y extinguir la sociedad sin agotar los ocho años 
que, según los convenios de mayo de 2015, habrían sido necesarios para que la mercantil 
municipal, con la financiación comprometida por el Ayuntamiento, hubiera podido pagar todas sus 
deudas. 
Por otro lado, la retribución de 32.000 euros pagada al liquidador de EMUVIASA corresponde a los 
meses transcurridos desde el nombramiento del liquidador, en la Junta de Accionistas de 7 de 
noviembre de 2014, hasta la Junta General de Accionistas de 16 de junio de 2017, en la que se 
aprobó la liquidación de la sociedad. Sin embargo, la documentación obrante en las actuaciones 
pone de manifiesto que el Sr. J. siguió actuando como liquidador de EMUVIASA con posterioridad 
a junio de 2017 (otorgó las escrituras de 5 de diciembre de 2018 y 26 de noviembre de 2020), sin 
que conste que reclamase ni se le pagara ninguna retribución por ello, lo que constituye un 
significativo indicio adicional de que no existió intención alguna de incrementar artificialmente la 
remuneración del Sr. J. como liquidador de la empresa municipal.    
Se concluye, por tanto, que no se ha acreditado que las retribuciones satisfechas al liquidador de 
EMUVIASA por los meses comprendidos entre junio de 2015 y junio de 2017 carecieran de 
justificación económica por falta de la correspondiente contrapartida para la empresa municipal. 
Por el contrario, como se ha puesto de manifiesto anteriormente, a la vista del conjunto de la 
documentación obrante en las actuaciones, debe concluirse que, tras la aprobación de los 
convenios de EMUVIASA con el Ayuntamiento y con sus acreedores, en mayo de 2015, la actuación 
del liquidador era necesaria para gestionar el cumplimiento de dichos convenios, necesidad que se 
mantuvo hasta que, en julio de 2017, el Ayuntamiento se subrogó expresamente en las deudas de 
EMUVIASA, lo que dota de justificación económica a la retribución del liquidador durante ese 
periodo, excluyendo que dicha retribución haya causado daño a los fondos públicos municipales.   
SÉPTIMO.- También se alega en la demanda que la retribución al Sr. J. por la liquidación de la 
mercantil municipal EMUVIASA se habría pagado por partida doble: (i.) en primer lugar, mediante 
la cantidad de 1.000 euros mensuales que percibía el Sr. J. en su nómina en concepto de 
productividad, y que, a juicio del demandante, se correspondía con la retribución acordada en la 
Junta General de accionistas de EMUVIASA; (ii.) en segundo lugar, mediante el pago de 32.000 
euros que se le efectuó al Sr. J. en el mes de mayo de 2021.  
Posteriormente en el escrito de conclusiones presentado por el actor público, se precisa que el Sr. 
J. percibía en su nómina mensual un concepto retributivo denominado “complemento personal 
transitorio”, durante el período en que realizó la liquidación de la sociedad EMUVIASA y en 
retribución a dicha liquidación. 
Obran en las actuaciones los recibos de las nóminas del Sr. J., correspondientes al período temporal 
comprendido entre noviembre de 2014 y mayo de 2021, que han sido aportados con la 
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contestación a la demanda como documentación anexa al informe del Director de Proyectos y 
Gestión del Departamento de Personal del Excmo. Ayuntamiento de Algeciras de fecha 18 de 
febrero de 2025 (documento nº 4 de la contestación). Pues bien, en todas las nóminas de ese 
periodo aparece, entre los conceptos retributivos, un “Complemento Personal Transitorio-2”, cuya 
cuantía varía de un mes a otro, moviéndose en torno a los 2.000 euros, aproximadamente, hasta 
septiembre de 2018; a partir de esta fecha, se produce una minoración de la cuantía de dicho 
complemento, situándose en el entorno de los 130 euros, en el que se mantiene hasta la última 
nómina aportada a las actuaciones, que es la de mayo de 2021. 
Como se ha señalado anteriormente, el actor público afirma en su escrito de conclusiones que ese 
“complemento personal transitorio” se pagó al Sr. J. “mientras realizó la liquidación de la sociedad 
EMUVIASA y en concepto de la realización de esta”. Ahora bien, no hay ninguna prueba en las 
actuaciones que proporcione el más mínimo sustento a esta afirmación. Más bien al contrario, la 
documentación aportada al procedimiento pone de manifiesto que el denominado “Complemento 
Personal Transitorio-2” se abonó en la nómina del Sr. J. también con posterioridad a junio de 2017, 
fecha en la que terminó la liquidación de EMUVIASA, lo que priva de sustento a la afirmación de 
que este complemento se abonó “mientras realizó la liquidación de la sociedad EMUVIASA”, como 
afirma el actor público. Por otro lado, la cuantía de este complemento que, hasta septiembre de 
2018, varía en torno a 2.000 euros, según el mes de que se trate, no guarda relación alguna con los 
1.000 euros mensuales aprobados por la Junta General de Accionistas de EMUVIASA, de 7 de 
noviembre de 2014. De la misma manera, tampoco se puede poner en relación con la liquidación 
de EMUVIASA la minoración de la cuantía del referido “Complemento Personal Transitorio-2” que 
se produce a partir de septiembre de 2018, cifrándose en torno a 130 euros, pues dicha reducción 
del complemento se produce más de un año después de que hubiera finalizado la liquidación. 
No existe, por lo demás, ningún documento en las actuaciones que vincule el citado “Complemento 
Personal Transitorio-2” con la liquidación de EMUVIASA. En sentido contrario, sí existe prueba en 
contra de la existencia de dicha vinculación, dado que el informe del Director de Proyectos y 
Gestión del Departamento de Personal del Excmo. Ayuntamiento de Algeciras arriba mencionado 
afirma en su punto segundo que “… se comprueba que Don J. Pérez de Vargas, durante el periodo 
noviembre de 2014 a abril de 2021, no percibió, ni con carácter variable, ni fijo, ni periódico, ningún 
complemento o concepto retributivo por sus servicios como liquidador de la Empresa Muncipal de 
Viviendas (EMUVIASA).” 
El actor público, en el acto de la audiencia previa, manifestó que impugnaba este informe, 
aportado como documento 4 de la contestación (páginas 128 a 131), aduciendo la existencia de 
“dudas razonables” sobre su veracidad. Ahora bien, ni en ese momento procesal ni en ningún otro 
ha proporcionado el actor público ningún elemento objetivo que pueda servir de sustento a esas 
“dudas razonables” que alega. Este tribunal admitió la prueba documental que propuso la parte 
demandante en relación con el complemento personal transitorio del Sr. J., y se requirió al 
Tesorero municipal la documentación que se había solicitado a tal efecto por el actor público. 
Considerando el demandante insuficiente la documentación remitida inicialmente por el 
Ayuntamiento, se requirió nuevamente la remisión de la prueba documental en los términos en 
que fue admitida en la audiencia previa, lo que se efectuó por el Ayuntamiento. Nada en la 
documentación remitida por el Ayuntamiento, a instancia del demandante, permite establecer 
relación entre el “complemento personal transitorio” que se pagaba al Sr. J. y la retribución de las 
funciones de liquidador que desempeñó para la empresa EMUVIASA.  
Cabe concluir, por tanto, que la única retribución acreditada satisfecha a don J. como liquidador 
de la mercantil municipal EMUVIASA fue el pago de 32.000 euros que se incluyó en la nómina de 
mayo de 2021, sin que se pueda establecer ninguna relación entre la liquidación de la citada 
empresa municipal y el concepto retributivo denominado “Complemento Personal Transitorio 2” 
de las nóminas del Sr. J. 
OCTAVO.- Por todo lo razonado en los anteriores fundamentos, la demanda ha de ser desestimada 
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en su integridad, al no resultar acreditado que se haya producido un daño a los fondos públicos del 
Ayuntamiento de Algeciras como consecuencia del pago de 32.000 euros efectuado a don J., en su 
nómina de mayo de 2021, correspondientes a los 32 meses transcurridos desde su nombramiento 
como liquidador de la mercantil municipal EMUVIASA. En este sentido, ha resultado acreditado 
que se trataba de un pago justificado que retribuía los servicios efectivamente prestados a la citada 
empresa municipal por el Sr. J., y que tampoco han sido doblemente retribuidos. En su virtud, al 
no existir daño a los fondos públicos municipales, el eventual incumplimiento de la normativa en 
materia de incompatibilidades que se pudiera haber producido en el caso aquí enjuiciado, no 
tendría consecuencias en el terreno de la responsabilidad contable, pero sin perjuicio de que 
pudiera dar lugar a otras responsabilidades jurídicas de distinta naturaleza. 
La íntegra desestimación de la demanda conduce, conforme a lo dispuesto en el artículo 394.1 de 
la LEC, a la imposición de las costas a la parte demandante, al no apreciarse que el caso presente 
serias dudas de hecho o de derecho. 
Por todo lo expuesto, VISTOS los antecedentes de hecho, hechos probados y fundamentos de 
derecho expresados 
 

III.- FALLO 
 

PRIMERO.- Se desestima íntegramente la demanda formulada por don J. contra don J.  
SEGUNDO.- Se condena a don J. al pago de las costas del procedimiento. 
Notifíquese a las partes con la advertencia de que contra la presente resolución cabe interponer 
recurso de apelación, en el plazo de quince días a contar desde el siguiente al de la notificación, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del 
Tribunal de Cuentas, en relación con el artículo 85.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 
Así por esta mi Sentencia lo pronuncio, mando y firmo.  
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido 
dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los 
mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas 
que requieran un especial deber de tutela o la garantía del anonimato de las víctimas o 
perjudicados, cuando proceda. 
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines 
contrarios a las leyes. 
 


